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DISCAPACIDAD. PRESUPUESTOS EN LA MATERIA QUE DEBEN SER TOMADOS EN CUENTA
POR LOS OPERADORES DEL SISTEMA JURÍDICO MEXICANO.
  
  
Atendiendo al modelo social de discapacidad, previsto en la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad, los presupuestos o fundamentos en los cuales se sustenta tal materia
son los siguientes: (i) dignidad de la persona, referida al pleno respeto de los individuos por el solo
hecho de serlo, sin que una diversidad funcional implique una disminución de tal reconocimiento; (ii)
accesibilidad universal, consistente en la posibilidad de que las personas con discapacidad puedan
participar en igualdad de condiciones, en todos los ámbitos y servicios de su entorno social; (iii)
transversalidad, relativa a la concepción de la discapacidad como un aspecto en íntima relación con
todas las facetas del contexto en que se desenvuelve; (iv) diseño para todos, referido a que las
políticas se conciban de tal manera que puedan ser utilizadas por el mayor número posible de
usuarios; (v) respeto a la diversidad, consistente en que las medidas a implementarse reconozcan
las diferencias funcionales como fundamento de una sociedad plural; y (vi) eficacia horizontal,
relativa a que la exigencia de respeto a las personas con discapacidad se dirija tanto a las
autoridades, así como a los particulares.
  
  
Amparo en revisión 410/2012. Seguros Inbursa, S.A., Grupo Financiero Inbursa. 21 de noviembre
de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y
González.
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ESTADO DE INTERDICCIÓN. ACORDE AL MODELO DE ASISTENCIA EN LA TOMA DE
DECISIONES, LA PERSONA CON DISCAPACIDAD EXTERNARÁ SU VOLUNTAD, MISMA QUE
SERÁ RESPETADA Y ACATADA.
  
  
A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, acorde al modelo social
de discapacidad consagrado en la Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad, la determinación judicial que limite la capacidad jurídica deberá tomar en
consideración la primacía de la autodeterminación libre de la persona, pues de lo contrario nos
encontraríamos frente a un esquema de "sustitución en la toma de decisiones", lo cual no sería
adecuado en términos del instrumento internacional antes citado. Así, no debe confundirse el
principio de mayor protección de la persona con discapacidad en aras de su mayor interés, con la
prohibición de que la misma decida qué es lo que le beneficia, situación que redunda de forma
directa en el desarrollo libre de la personalidad, así como en el fomento de una vida autónoma y de
una identidad propia, sin que deba restringirse la capacidad jurídica de una persona solamente
porque la misma ha tomado una opción que la generalidad de la sociedad pudiese considerar o
calificar como "no acertada". Por tanto, mediante la adopción del modelo de "asistencia en la toma
de decisiones", la persona no debe renunciar al derecho a tomar sus propias decisiones,
respetándose así su libertad de elección, ello mediante la asistencia en la toma de las mismas. Es
decir, mediante dicho modelo, se deberán generar escenarios idóneos para que se asista a las
personas con discapacidad, guiándolas y aconsejándolas para que tomen sus decisiones, pero una
vez que en el caso concreto se ha determinado que la asistencia es necesaria y la persona con
discapacidad ha sido asistida, la voluntad que la misma externe deberá respetarse y acatarse, es
decir, en el centro de las decisiones relativas a las personas con discapacidad, se encontrará la
voluntad del individuo cuya capacidad ha de limitarse. Tal ayuda en la toma de decisiones no
atiende a un modelo único, sino que deberá ser fijada por el juzgador en el caso en concreto,
delimitando los alcances de la relación entre el individuo que asistirá en la toma de decisiones y la
persona con discapacidad, precisando que las intervenciones en la voluntad de las personas con
discapacidad deberán ser lo menos restrictivas posibles, favoreciendo aquellos esquemas que
permitan en mayor grado la toma de decisiones y, por tanto, la mayor autotutela posible. Lo anterior
no implica que no puedan existir escenarios en los cuales, el juzgador, una vez analizadas las
diversidades funcionales de la persona y, por tanto, las discapacidades involucradas en el caso en
concreto, determine que la asistencia en la toma de decisiones no es suficiente para asegurar la
protección y el bienestar de quien tiene la discapacidad, ante lo cual, deberá nombrarse a alguien
que tome las decisiones en lugar de la misma -por ejemplo, ante la presencia de una falta de
autonomía mental severa que impida a la persona expresar su voluntad por cualquier medio-. Sin
embargo, cabe señalar que tales escenarios son la excepción del esquema asistencial, ante lo cual,
estos casos deberán sujetarse a un mayor escrutinio por parte del juzgador.
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Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto particular; Olga Sánchez Cordero de
García Villegas reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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ESTADO DE INTERDICCIÓN. DURANTE EL PROCEDIMIENTO RESPECTIVO, EL JUEZ DEBERÁ
REQUERIR LA INFORMACIÓN Y DICTÁMENES QUE ESTIME NECESARIOS
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 904 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA
EL DISTRITO FEDERAL).
  
  
A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las directrices
contenidas en el modelo social de discapacidad no solamente deben emplearse por el juzgador una
vez que se decrete un estado de interdicción, sino que también son aplicables a lo largo del
procedimiento en virtud del cual se arriba a tal conclusión. Al respecto, debe hacerse notar que de
conformidad con el artículo 904 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, el
trámite respectivo se encuentra constreñido en gran medida a las comparecencias de los
psiquiatras, los cuales evalúan a la persona con discapacidad en dos audiencias distintas, a partir
de lo cual emiten un dictamen, por lo que generalmente -a menos de que exista oposición de los
familiares o del Ministerio Público-, el juzgador declara el estado de interdicción a partir de lo
señalado en tales audiencias. Sin embargo, toda vez que ante la presencia de una diversidad
funcional que lo justifique, la labor del juzgador consiste en diseñar una limitación a la capacidad de
ejercicio que sea proporcional a la discapacidad concreta de la persona, es que la resolución que se
emita no puede encontrarse limitada por la información proporcionada por tales psiquiatras, sino
que el juez deberá requerir la información y dictámenes que estime necesarios, a efecto de conocer
de forma integral la diversidad funcional, sus alcances y su desenvolvimiento social. Cabe señalar
que tal información no necesariamente estará referida a aspectos médicos, pues si bien se podrán
solicitar dictámenes de especialistas de otras áreas de la salud, debido a la naturaleza social de las
discapacidades, el juzgador deberá allegarse de datos de otros ámbitos, tales como la pedagogía e
incluso la ciencia jurídica. Es decir, en virtud de que el objetivo del procedimiento de interdicción es
conocer la verdad material de una discapacidad y a partir de ello, en su caso, limitar la capacidad de
ejercicio, es que la información con la que cuente el juzgador deberá ser la mayor posible y,
adicionalmente, deberá ser integral, es decir, proveniente de diversas materias y ámbitos de
especialización.
  
  
Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto particular; Olga Sánchez Cordero de
García Villegas reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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ESTADO DE INTERDICCIÓN. EL JUEZ DEBERÁ ESTABLECER EN QUÉ TIPO DE ACTOS LA
PERSONA CON DISCAPACIDAD GOZA DE PLENA AUTONOMÍA EN EL EJERCICIO DE SU
CAPACIDAD JURÍDICA Y EN QUÉ OTROS INTERVENDRÁ UN TUTOR PARA OTORGARLE
ASISTENCIA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 462 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO
FEDERAL).
  
  
A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el principio de
reconocimiento a la diversidad como presupuesto del modelo social de discapacidad, no solamente
implica aceptar que existen personas con diversidades funcionales, sino también exige reconocer la
gran cantidad de posibles diversidades, mismas que se traducen en una amplia gama de
discapacidades. Por tanto, aquellas instituciones jurídicas que tengan como finalidad limitar la
capacidad jurídica de las personas con discapacidad, deberán tomar como punto de partida el tipo
de diversidad funcional del caso en concreto, pues de lo contrario, pretender el establecimiento del
mismo tipo de limitación a personas con discapacidades sumamente diversas, se traduciría en un
incumplimiento del principio del modelo social de discapacidad. En consecuencia, el estado de
interdicción previsto en la legislación del Distrito Federal no deberá ser interpretado como una
institución jurídica cerrada, cuyos efectos se encuentren establecidos para todos los posibles
escenarios, sino que debe considerarse como una limitación a la capacidad jurídica cuyo significado
y alcance deben ser determinados prudencialmente en cada caso. Así, una vez que el juzgador
constate que una persona tiene una discapacidad, misma que justifica la limitación de su capacidad
de ejercicio, deberá establecer claramente cuál es la naturaleza de la diversidad funcional
específica y, a partir de ello, delimitará cuál es el grado de la discapacidad y, por tanto, la extensión
que tendrá la limitación a su capacidad. Es decir, el estado de interdicción, contrario a la forma
tradicional en la que se le interpretaba, esto es, como una declaración genérica y aplicable por igual
a toda discapacidad, debe entenderse como la aptitud del juzgador de fijar un grado de limitación a
la capacidad de ejercicio, cuya magnitud será proporcional al nivel de discapacidad de la persona,
reiterándose que tal decisión deberá realizarse en cada caso concreto, lo cual dará lugar a una gran
variedad de posibles hipótesis, mismas que se encontrarán caracterizadas por el origen y
graduación de la diversidad funcional en específico. Debido a lo anterior, el juez deberá establecer
en qué tipo de actos la persona con discapacidad goza de plena autonomía en el ejercicio de su
capacidad jurídica y en qué otros deberá intervenir el tutor para otorgarle asistencia, velando porque
en todo momento se adopte la decisión más favorable para el individuo en estado de interdicción,
sin que deba confundirse tal protección con una mayor restricción de la capacidad de ejercicio, toda
vez que se deberá propiciar que las restricciones sean las menos posibles, y aquellas que se
implementen deberán ser las estrictamente indispensables para la integridad física y mental de la
persona, fomentando así el mayor escenario posible de autotutela y, por ende, de autonomía. Por
tanto, cuando el artículo 462 del Código Civil para el Distrito Federal señala que la tutela no se
puede conferir sin que antes se declare el estado y grado de capacidad de la persona que va a
quedar sujeta a ella, debe interpretarse que tal disposición faculta al juez a delimitar qué actos
puede realizar por sí sola dicha persona, atendiendo de forma mínima a los siguientes ámbitos: (i)
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patrimonial, esto es, a la posible independencia socioeconómica; (ii) adaptativa e interpersonal,
relativa a la capacidad de afrontar los problemas de la vida diaria; y (iii) personal, en torno a la
posibilidad de mantener una existencia independiente en relación con las necesidades físicas más
inmediatas -como alimentación, higiene y autocuidado-.
  
  
Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto particular; Olga Sánchez Cordero de
García Villegas reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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ESTADO DE INTERDICCIÓN. EL JUEZ PODRÁ SOLICITAR INFORMES ADICIONALES A LOS
QUE POR OBLIGACIÓN DEBE PRESENTAR EL TUTOR (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO
546 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL).
  
  
Si bien el citado artículo señala que el tutor deberá presentar en el mes de enero de cada año un
informe ante el juzgador correspondiente, en el cual tendrá que exhibir un certificado de dos
médicos psiquiatras que declaren acerca del estado de la persona sujeta a interdicción, a juicio de
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a efecto de que la interpretación de
tal numeral sea acorde al modelo social de discapacidad y, en específico, al párrafo cuarto del
artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, debe
considerarse que si bien el tutor tiene la citada obligación de presentación del informe, ello bajo
ningún supuesto implica que la valoración del juzgador se encuentre limitada a dicho documento. Es
decir, el juez podrá solicitar informes adicionales, pudiendo requerir a los especialistas que estime
pertinentes para tal efecto, como médicos, pedagogos, abogados u otros expertos de cualquier
campo del conocimiento, o alguna aclaración o evaluación del informe presentado por el tutor, a
efecto de que tenga los elementos suficientes para determinar si el estado de interdicción se
conserva en sus términos o sufre alguna modificación. Dicha solicitud de informes también podrá
surgir a petición directa de la persona con discapacidad respecto de la cual surgió el asunto en
cuestión. De lo contrario, se generaría un escenario perjudicial para la persona con discapacidad,
pues la posible determinación del juzgador sobre algún cambio en la diversidad funcional del caso
en concreto, se encontraría limitada a la información presentada por el propio tutor, ante lo cual, la
evaluación adolecería de independencia e imparcialidad, tal y como lo exige la Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad.
  
  
Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto particular; Olga Sánchez Cordero de
García Villegas reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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ESTADO DE INTERDICCIÓN. LOS ARTÍCULOS 23 Y 450, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO CIVIL
PARA EL DISTRITO FEDERAL, SON CONSTITUCIONALES SIEMPRE Y CUANDO SE
INTERPRETEN A LA LUZ DEL MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD.
  
  
A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es posible realizar una
interpretación conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, de la institución del estado de
interdicción en el Distrito Federal, a efecto de que la misma se conciba a partir del modelo social y,
en específico, a partir del modelo de "asistencia en la toma de decisiones". Por una parte, el Código
Civil para el Distrito Federal consagra el denominado modelo de "sustitución en la toma de
decisiones", mientras que la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad,
contiene el esquema conocido como "asistencia en la toma de decisiones", mismo que tiene como
fundamento el modelo social de discapacidad. Sin embargo, dicha interpretación conforme es
posible, pues las disposiciones contenidas en el Código Civil para el Distrito Federal válidamente
pueden armonizarse con los valores contenidos en la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad, sin que ello implique un ejercicio exacerbado de tal interpretación,
pues si bien la institución del estado de interdicción en el Distrito Federal fue concebida bajo un
modelo de discapacidad que ya ha sido superado -modelo médico o rehabilitador-, ello no
constituye un obstáculo infranqueable para que sus disposiciones se adecuen a nuevos esquemas
contenidos en tratados internacionales de los cuales nuestro país es parte. Estimar lo contrario,
implicaría caer en el absurdo de que instituciones jurídicas concebidas bajo ciertos valores, no
puedan ser interpretadas bajo nuevos paradigmas constitucionales e internacionales, lo cual
conllevaría a la concepción de un sistema jurídico solamente dinámico ante reformas legales, y no
frente a interpretaciones jurisdiccionales, lo cual claramente es contrario al principio pro persona
que consagra nuestra Constitución. Por tanto, los artículos 23 y 450, fracción II, del Código Civil
para el Distrito Federal, así como el régimen del estado de interdicción que dicha legislación
contempla, no resultan inconstitucionales siempre y cuando se interpreten a la luz del modelo social
relativo a las personas con discapacidad.
  
  
Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto particular; Olga Sánchez Cordero de
García Villegas reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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MODELO SOCIAL DE DISCAPACIDAD. EL ARTÍCULO 12 DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS
DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD CONSAGRA EL ESQUEMA DE
ASISTENCIA EN LA TOMA DE DECISIONES.
  
  
A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las
instituciones mediante las cuales se regula la capacidad jurídica de las personas con discapacidad -
tales como el estado de interdicción- se han clasificado de forma histórica en dos modelos: el
modelo de "sustitución en la toma de decisiones" y el modelo de "asistencia en la toma de
decisiones". Por lo que ve al modelo de "sustitución en la toma de decisiones", mediante el mismo,
y una vez que el juzgador ha constatado la existencia de la diversidad funcional del individuo
respecto del cual versa el asunto, se decreta que la voluntad de éste sea sustituida por la de alguien
más, cuya labor consistirá en tomar las decisiones que representen el mejor interés de la persona
cuya protección se le ha encomendado. Al respecto, dicho esquema ha sido identificado de forma
tradicional con la institución jurídica del tutor, mismo que se encuentra encargado de adoptar
decisiones en torno a la esfera personal y patrimonial de su pupilo. Por su parte, el modelo de
"asistencia en la toma de decisiones" implica un cambio de paradigma en la forma en que los
Estados suelen regular la capacidad jurídica de las personas con discapacidad, pues mediante el
mismo, la persona puede ser ayudada para adoptar decisiones, pero es ésta quien en última
instancia toma las mismas. Es decir, la libertad de elección se protege y se garantiza por el juzgador
acorde al grado de diversidad funcional que posee la persona en cada caso concreto, fomentando
así su participación y la asunción de responsabilidades. En tal sentido, el esquema contenido en el
artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, precisamente
consagra el modelo asistencial antes referido, en la medida en que indica que las personas con
discapacidad tienen derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica, lo cual deberá ser
llevado a cabo en igualdad de condiciones que los demás, debiéndose asegurar que se respeten los
derechos, la voluntad y preferencias de quien posee la diversidad funcional.
  
  
Amparo en revisión 159/2013. 16 de octubre de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José
Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto particular; Olga Sánchez Cordero de
García Villegas reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de
Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 13 de diciembre de 2013 a las 13:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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